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Contribuciones del Procurador de los Derechos Humanos para la adopción, en la 15° sesión del Comité de Personas con Discapacidad, de la lista de cuestiones previas a la presentación del segundo informe periódico por parte del Estado de Guatemala
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PRESENTACIÓN

Las personas con discapacidad continúan enfrentando limitaciones para el ejercicio y goce de sus derechos en Guatemala, algunas veces por el limitado acceso y otras por la desigualdad de condiciones, lo que les coloca en serias dificultades para alcanzar una vida independiente e inclusiva en la sociedad o su comunidad. 

La Relatora Especial sobre los derechos de las personas con discapacidad, Catalina Devandas-Aguilar, en su informe rendido al Consejo de Derechos Humanos en febrero 2015 señaló que “las personas con discapacidad son parte de la diversidad humana y deben ser respetadas y aceptadas como tales”
, lo cual sigue siendo un reto para el Estado guatemalteco.

El 17 de febrero de 2016, el Procurador de los Derechos Humanos de Guatemala (PDH) presentó al pleno del Congreso de la República de Guatemala su Informe Anual Circunstanciado de situación de los Derechos Humanos 2015
, en el cual incluye un análisis de la situación de los derechos de las personas con discapacidad. 
En la presente contribución, el PDH plantea una lista de cuestiones que el Comité de Personas con Discapacidad puede plantear al Estado de Guatemala en su 15° sesión, relacionadas con la situación de los registros y disponibilidad de estadísticas actualizadas de personas con discapacidad; la accesibilidad para el ejercicio de su derecho al voto y participación en la toma de decisiones, a un transporte público digno y seguro; su derecho a la justicia, educación, salud integral, trabajo, arte, cultura y deporte; la inclusión de personas con discapacidad en las políticas de reducción de riesgos frente a emergencias y desastres y la situación de las personas privadas de libertad con discapacidad. 

Algunos elementos de la situación de los derechos de las personas con discapacidad

A. Registro de personas con discapacidad

1. Persiste la ausencia de datos estadísticos actualizados de personas con discapacidad, situación que el PDH ha señalado en sus últimos informes anuales
. En 2014 el PDH abrió un espacio de comunicación con las autoridades del Instituto Nacional de Estadística (INE) para el levantamiento de datos específicos de personas con discapacidad, esfuerzo que no continuó debido a que el tema no ha sido prioridad en la agenda del INE ni del gobierno. 

2. El censo de población más reciente se realizó en 2002. Las autoridades han anunciado que realizarán un nuevo censo poblacional en 2017
; se espera que el mismo se concrete e incorpore variables para registrar la prevalencia de la discapacidad en sus distintas modalidades.
3. La falta de registros de personas con discapacidad se refleja en todas las entidades públicas. El Registro Nacional de Personas (RENAP) no cuenta con un catálogo para el registro de la discapacidad;
 las entidades de seguridad y justicia tampoco ofrecen estadísticas desagregadas en ese sentido; el sistema de salud y educación registra parcialmente la discapacidad de las personas, obstaculizando el acceso y la vigilancia del cumplimiento de sus derechos.

B. Accesibilidad de las personas con discapacidad para la participación política 

4. En el marco de las Elecciones Generales realizadas en 2015, el PDH supervisó al Tribunal Supremo Electoral (TSE) para conocer las garantías de inclusión de la discapacidad en el padrón electoral, los medios de accesibilidad y mobiliario adecuado en los centros de votación, y si los programas de capacitación para los voluntarios incluían los derechos cívicos y políticos de las personas con discapacidad; asimismo, si el TSE contaba con programas dirigidos a las personas con discapacidad
.
5. El PDH observó que el TSE no contaba con un plan de accesibilidad en los centros de votación ni para proporcionar información a personas con discapacidad; el Registro de Ciudadanos no incluye el ítem de discapacidad en el padrón electoral; el TSE no facilitó la presencia de intérpretes de lenguaje de señas para las personas con discapacidad auditiva; a pesar de que se dispuso de boletas en Braille, no se garantizó la secretividad del sufragio de las personas con discapacidad visual.
C. Participación de las personas con discapacidad en la toma de decisiones  

6. El Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONADI) es el ente estatal encargado de coordinar, asesorar e impulsar políticas generales en materia de discapacidad; se integra por seis instituciones del sector público y siete subsectores de la sociedad civil a través de un delegado titular y un suplente debidamente acreditados
, así como a 59 organizaciones no gubernamentales (ONG) que atienden el tema de la discapacidad, las cuales en su mayoría funcionan con fondos privados.

7. Se tiene conocimiento que las organizaciones que trabajan el tema de discapacidad reciben un aporte de hasta Q 20,000.00 por parte del CONADI para la ejecución de proyectos en la materia. Se solicitó información sobre el mecanismo que se utiliza para aprobar y distribuir dichos aportes, el número de los otorgados a la fecha, así como el mecanismo para el monitoreo de su ejecución; sin embargo, dicha entidad no envió una respuesta al cierre del presente informe.
8. Sin embargo, la participación de las personas con discapacidad es limitada en el CONADI, por ejemplo para la designación de expertos guatemaltecos al Comité de Naciones Unidas sobre Derechos de Personas con Discapacidad no se ha tomado en cuenta la opinión de las personas con discapacidad.

9. El CONADI señaló en 2015 que las personas con discapacidad son “un sector que enfrenta marcadas limitaciones en torno a una efectiva participación social, económica y política, debido a que se carece de una institucionalidad pública fortalecida que a través de políticas y programas gubernamentales mejore la calidad de vida y desarrollo humano de las personas con discapacidad”
. 

10. La Política Nacional en materia de Discapacidad (PND-2006) ha sido ineficaz en alcanzar su objetivo de “crear oportunidades de integración y participación en la sociedad guatemalteca para las personas con discapacidad”.
11. En el marco de la PND-2006, se estableció que el Sistema de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural, especialmente en los niveles departamental, municipal y comunitario, desempeñaría un rol central y estratégico en la gestión de la política, incorporando a representantes de las organizaciones de y para personas con discapacidad, electos de acuerdo con la normativa específica. Estos representantes, se incorporarían a las diferentes comisiones de trabajo de los Consejos Departamentales de Desarrollo (CODEDE) y los Consejos Municipales de Desarrollo (COMUDE)
.
12. A pesar de que Guatemala cuenta con mecanismos formales para la participación, en la práctica no funcionan, por lo que la participación activa de personas con discapacidad es afectada en las decisiones políticas y sociales de trascendencia, cuyos mecanismos necesitan fortalecerse.
D. Acceso a la justicia para las personas con discapacidad

13. Las personas con discapacidad encuentran limitaciones para el acceso a la justicia, ya sea porque las instalaciones públicas no cuentan con facilidades de acceso especialmente las departamentales y municipales, o por la falta de garantías de atención y apoyo diferenciado e inclusión en los procedimientos y registros judiciales.

14. Ninguna de las instituciones del sistema de justicia cuenta con unidades específicas ni mecanismos que proporcionen apoyo a las personas con discapacidad, y en determinados casos son los jueces quienes gestionan apoyo para las audiencias y actuaciones judiciales; limitándose la comunicación directa entre defensores y jueces con las personas con discapacidad.
El Protocolo de Atención Integral a Víctimas del Delito del Ministerio Público, aprobado en 2014, contempla la atención diferenciada a personas con discapacidad
, sin embargo el Plan Estratégico 2015-2019 del MP
 no toma en cuenta a las personas con discapacidad cuando señala la necesidad de una atención especializada a grupos de población como  mujeres, personas pertenecientes a pueblos indígenas, niñez, personas del colectivo LGBTI y personas mayores.
El Organismo Judicial informó que los Órganos Jurisdiccionales toman en cuenta la discapacidad de las personas en las sentencias que emiten, y que el Sistema de Atención Integral a la Víctima brinda atención especializada a víctimas con discapacidad; la PDH no pudo verificar dicha información debido a la falta de registro y sistematización de este tipo de atención
.
15. A la fecha no existe un registro unificado de los procesos judiciales en general ni hay datos desagregados de procesos judiciales donde actúan personas con discapacidad, tampoco existe información estadística desagregada de la incidencia delictiva y de violencia contra personas con discapacidad en el país, lo que dificulta el seguimiento de la justicia. Este tipo de información debe ser generada por el Centro de Información, Desarrollo y Estadística Judicial (CIDEJ) del Organismo Judicial, y por el Sistema Informático de Control de Casos del Ministerio Público (SICOMP). 
16. Por su parte, la Secretaría contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas (SVET), cuenta desde 2013 con un Programa Nacional de Capacitación sobre los delitos de su competencia, dirigido a niñas, niños y adolescentes del sistema educativo nacional; sin embargo, no tiene un registro de personas con discapacidad que hayan participado del mismo
.

La SVET tiene atribuciones legales de presentar al Ministerio Público denuncias de hechos que puedan ser constitutivos de los delitos contemplados en el Decreto 9-2009, Ley contra la Violencia, Explotación Sexual y Trata de Personas; sin embargo, en los últimos seis años ha presentado la denuncia de un solo caso relacionado con personas con discapacidad
.
E. Personas con discapacidad que se encuentran privadas de libertad 

17. Al 4 de febrero de 2016, la Dirección General del Sistema Penitenciario (DGSP) del Ministerio de Gobernación informó que 251 personas con discapacidad estaban privadas de libertad en todo el país, ubicadas mayoritariamente en la Granja de Rehabilitación Cantel (Quetzaltenango) y la Granja de Rehabilitación Canadá (Escuintla)
.

18. El PDH ha recibido denuncias relacionadas con la falta de acceso a la justicia de personas con discapacidad que se encuentran privadas de libertad en diversos centros preventivos o de cumplimiento de condena
, pues no se han realizado los ajustes razonables para garantizar la igualdad de condiciones en los procesos penales que se les sigue.
19. El PDH realizó una supervisión al Instituto de la Defensa Pública Penal (IDPP) en julio de 2015 y observó que carece de protocolos para la atención de los casos en los cuales intervienen o participan personas con discapacidad. En los expedientes, los abogados defensores no registran el tipo de discapacidad que tiene su patrocinado, lo que afecta la defensa y la implementación eventual de medidas pertinentes por parte del juzgador.

20. Si bien se dan coordinaciones entre las distintas unidades y coordinadoras dentro del IDPP, la entidad no cuenta con un registro unificado de los procesos judiciales, por lo que se hace difícil conocer los procedimientos integrales de acceso y cumplimiento efectivo de la justicia para las personas con discapacidad.

21. A finales de 2015, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) exhortó a los Estados a “adoptar medidas urgentes a fin de garantizar los derechos de las personas con discapacidad que se encuentran privadas de libertad”, especialmente porque se encuentran en “una situación de particular vulnerabilidad”, no reciben una atención especializada de acuerdo con su condición especial y no hay programas de habilitación y rehabilitación específicos
. Asimismo expresó su preocupación por las dificultades de accesibilidad y la “inadecuada capacitación para el personal penitenciario en materia de discapacidad”.

22. Las autoridades penitenciarias guatemaltecas carecen de un protocolo de atención para las personas con discapacidad en los centros de detención, ni cuentan con personal capacitado para brindar un trato y apoyo diferenciado, aunque informaron estar evaluando la implementación de un voluntariado y establecer redes de apoyo con enfoque de derechos humanos. Tampoco cuentan con un plan integral para superar las limitaciones de accesibilidad y movilidad para esta población; únicamente informaron contar con un estudio de construcción de rampas en el Centro Preventivo para Mujeres Santa Teresa y Centro de Orientación Femenina (COF). El Sistema Penitenciario no cuenta con espacios específicos para la estadía de personas con discapacidad
.
F. Educación para las personas con discapacidad

23. El Congreso de la República aprobó a inicios de 2016 el Tratado de Marrakech; se  espera que el Estado lo ratifique a la brevedad y desarrolle los mecanismos institucionales y presupuestarios necesarios para su implementación.
24. En el marco de la Octava Conferencia de los Estados parte de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad
, las autoridades del CONADI señalaron que “la educación, rehabilitación y promoción de derechos de la población en condición de discapacidad, -en base a datos de la Comisión Guatemalteca de Auditoría Social-, las instituciones del Estado en su conjunto, disponen de escasos recursos para atender las demandas de la población con discapacidad, entre los cuales 13 millones forman parte del presupuesto ordinario para el funcionamiento del CONADI”.

25. Para el fomento de la educación inclusiva, el Ministerio de Educación (MINEDUC) ha dotado de libros a 16,124 escuelas especiales de nivel primario (oficiales) a nivel nacional, y materiales educativos para enseñanza-aprendizaje, así como 1,293 becas de aproximadamente US$ 131.00 a estudiantes con discapacidad desde el nivel preescolar hasta el nivel diversificado. Sin embargo no hay materiales en formatos accesibles a todos los tipos de apoyo que necesita cada estudiante.
26. La falta de información estadística de personas con discapacidad imposibilita una medición de las capacidades del MINEDUC para la dotación de materiales y becas frente a las necesidades de una educación inclusiva eficaz; asimismo se carece de un mecanismo de monitoreo y evaluación de los programas dirigidos a garantizarla. 
27. El 23 de abril de 2015 la Defensoría de las Personas con Discapacidad del PDH supervisó la Escuela de Educación especial de Lisiados Físicos y la Escuela de Educación Especial de San Juan Comalapa, Chimaltenango
, observando que el personal de la primera carece de formación en temas de discapacidad, sus instalaciones físicas no cuentan con medidas de seguridad para la evacuación en casos de situación de desastres y emergencias ni condiciones de higiene y limpieza adecuadas; tampoco tienen protocolos de atención a los niños y niñas con discapacidad.

28. La Escuela de Educación Especial San Juan tiene personal limitado pues una sola persona se encarga de la educación de 13 niños y niñas con distintos tipos de discapacidad, a la vez que ejerce funciones administrativas de dirección de la escuela; no se garantiza una educación gratuita ni de calidad; no cuentan con condiciones adecuadas para la movilización de personas con discapacidad dentro del establecimiento, ni un área para la recreación, o programas de rehabilitación y habilitación.

29. Adicionalmente, en el marco del observatorio electoral que realizó el PDH a nivel nacional, se constató que las escuelas públicas donde se instalaron los centros de votación no cuentan con rampas y pasamanos que garanticen el acceso a personas con discapacidad, lo que también ejemplifica la discriminación del sistema educativo hacia las personas con discapacidad y marca una limitación para que puedan lograr una vida independiente.
30. En octubre de 2015, en el marco de la conmemoración de Día Internacional de las Personas Sordas, el PDH hizo un llamado a quienes dirigen instituciones públicas y privadas en los ámbitos laborales, educativos, financieros, entre otros, para que promuevan en sus organizaciones una cultura de igualdad y respeto hacia las personas con discapacidad auditiva
; asimismo, recordó que es fundamental que una persona de este grupo poblacional no encuentre barreras al momento de realizar un trámite en cualquier institución, cuando decide continuar sus estudios o aplicar a un puesto de trabajo.

G. Atención en salud a personas con discapacidad

31. En los últimos años el PDH ha dado cercano seguimiento al sistema de salud pública que tiene diversidad de carencias y debilidades; entre sus recomendaciones ha enfatizado la necesidad de que los sistemas de vigilancia y registros del sistema cuenten con datos desglosados de personas con discapacidad
, tal como se estableció en la ley desde hace más de 15 años. 
El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS) informó estar desarrollando guías de atención para personas con sordoceguera, salud ocular y prevención de la ceguera
; también informó que estaría realizando la Encuesta Rápida de Ceguera Evitable para monitorear la prevalencia y las causas principales de la discapacidad visual evitable, y generar acciones de prevención
; asimismo informó que ha considerado crear un sistema de información de “malformaciones congénitas”
 con el propósito recabar datos
 de los padres, antecedentes de la madre en su etapa de gestación, datos del recién nacido, el tipo de malformación y sus características. 
32. Por su parte, el CONADI informó haber realizado reuniones de trabajo con representantes del área de salud de Sololá, Izabal y Baja Verapaz, para conocer sobre la atención y registro de personas con discapacidad en el sistema de salud, identificando que las instituciones que prestan ese servicio no tienen un sistema de registro de datos estadísticos. 
33. En cuanto a los servicios de salud que presta el Instituto Guatemalteco de Seguridad Social (IGSS), el PDH supervisó las áreas de Farmacia y Consulta Externa del Centro de Atención Médica Integral para Pensionados (CAMIP) en sus tres sedes: Zunil, Pamplona y Barranquilla, para verificar la atención (preferencial) a las personas con discapacidad
, identificando que ninguno de los centros cuenta con intérprete de lenguaje de señas; únicamente el CAMIP Zunil cuenta con servicio de psiquiatría; no se tienen registros de personas con discapacidad atendidas; el CAMIP Barranquilla es el único que cuenta con espacios de estacionamiento vehicular destinados a pacientes con discapacidad. 

Los reportes estadísticos del IGSS
 no visibilizan la cantidad de personas con discapacidad que son atendidas, lo cual refleja un componente de discriminación e impide que dicha población goce de condiciones de igualdad en el acceso y la atención en salud. 

34. Informes de supervisiones del PDH a CAMIP Pamplona registraron que diariamente se atiende entre 50 y 60 pacientes con discapacidad, aunque no se tiene el dato exacto de los tipos de discapacidad. Este centro atiende a personas mayores, situación que les hace más vulnerables a desarrollar discapacidades, para cuya atención y traslado esta unidad cuenta únicamente con siete sillas de ruedas disponibles.

H. Atención a la salud mental 

35. La Política de Salud Mental 2007-2015 planteó la incorporación de una estrategia específica dentro del primer nivel de atención, incluyendo acciones de promoción, prevención, atención y rehabilitación psicosocial integral
 que deben atender los diversos escenarios que producen afecciones a la salud mental de las personas en Guatemala: guerra, desastres, procesos de exclusión masiva, diversas formas de violencia; asimismo, la necesidad de “articular, descentralizar e incrementar la cobertura de los servicios de salud mental, con una orientación que privilegie las acciones comunitarias y preventivas, dirigidas a reparar el tejido social y a promover estilos y condiciones de vida saludables”, considerando que “la respuesta social a la problemática de la salud mental no se considera una tarea exclusiva del sector salud”, por lo que debe involucrarse a “todas las instituciones que influyen directa o indirectamente en el bienestar y desarrollo de la población”
.

36. La política no tuvo el impacto esperado, por lo que, en su informe 2014, el PDH recomendó a las autoridades del Hospital Nacional de Salud Mental (HNSM) cambiar la visión y abordaje de la atención a la salud mental de la población. Las autoridades no proporcionaron información que compruebe acciones concretas dirigidas a cambiar la visión y abordaje de la atención a la salud mental de la población, con un trato digno y garantía de los derechos humanos de las personas internadas en dicho centro
.

37. Asimismo recomendó separar a los pacientes de salud mental de las personas privadas de libertad que están internadas en dicho centro hospitalario pues desde hace años se reciben denuncias de malos tratos y del riesgo que corren los pacientes frente a la presencia de personas privadas de libertad. 

En 2012 el Estado fue denunciado ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)
 por vejámenes cometidos contra los pacientes en dicho hospital, violando sus derechos humanos a la salud, la dignidad, integridad y seguridad; la CIDH otorgó medidas cautelares, las cuales se encuentran vigentes pero no hay avances en su cumplimiento. Para finales de 2015, en el HNSM se encontraban internados 73 pacientes con orden de juez penal, y 71 pacientes con orden de otros tipos de juzgados, todos ellos custodiados por 33 agentes de PNC y 28 agentes del Sistema Penitenciario, en turnos de 24 horas.

38. En marzo de 2015 el PDH emitió una resolución mediante la cual exigió a las autoridades competentes el cese inmediato de los mencionados vejámenes
, pues continuaba recibiendo denuncias relacionadas y verificando los abusos, especialmente abuso físico, psicológico y sexual contra pacientes,  por parte de agentes de la Policía Nacional Civil (PNC) y agentes de la Dirección General del Sistema Penitenciario (DGSP) que custodian a personas privadas de libertad.

39. Aunque lo ideal sería que el Sistema Penitenciario contara con su propio centro de atención en salud mental, el PDH ha insistido en que es impostergable la construcción del muro que separe a los pacientes de salud mental de las personas privadas de libertad que están internadas en el hospital. En julio de 2015, la Defensoría del Debido Proceso del PDH constató la existencia de 139 personas con privación de libertad en dicho centro (34% del total de la población internada en el hospital) y la habilitación de pabellones para separar a los internos; sin embargo, también identificó que los pacientes no estaban separados de los privados de libertad ni de los agentes que los custodian
. Las autoridades del hospital informaron que esperan reanudar los trabajos de módulos destinados a dicha separación
 sin especificar la fecha proyectada para su conclusión. Esta separación es necesaria para garantizar la seguridad de los pacientes frente al riesgo de posibles actos que violenten su dignidad e integridad. De enero a septiembre de 2015 la Defensoría de las Personas con Discapacidad y Defensoría del Debido Proceso del PDH atendieron 76 denuncias relacionadas con la necesidad de mejorar la calidad de atención y la seguridad
.
40. El PDH ha identificado hacinamiento, aislamiento, falta de personal, desabastecimiento de medicamentos y malas condiciones en la infraestructura del HNSM. Las autoridades reportaron haber remodelado en 2015 varios pabellones de internamiento de pacientes y que está en proceso de construcción uno nuevo para mejorar la atención; además informaron contar con al menos 17 protocolos de enfermería, algunos de ellos actualizados durante 2014, los cuales deben aplicarse a cabalidad.
I. Derechos laborales de personas con discapacidad

41. El Ministerio de Trabajo y Previsión Social (MTPS) no proporcionó información contundente sobre los programas o mecanismos con que cuenta para la promoción y salvaguarda del derecho al trabajo, así como para garantizar condiciones de trabajo justas para las personas con discapacidad
; la respuesta de dicha entidad se ha limitado a referir el artículo 278 del Código de Trabajo que contiene las funciones de la Inspección General del Trabajo y el artículo 272 de la misma normativa
 que establece la imposición de penas por las faltas de trabajo o previsión social.

42. La Dirección General de Empleo del MTPS orienta a personas con discapacidad, proporcionándoles “herramientas pre-laborales” y “actitudinales” para fortalecer sus habilidades al momento de iniciar un proceso de inclusión laboral; informó que en los últimos cuatro años habría colocado a 61 personas con discapacidad en algún puesto de trabajo
; sin embargo, no se cuenta con información estadística sobre el número de personas con discapacidad que han estado y que estarían actualmente en buscan de un empleo.

43. En 2015, con el apoyo de cooperación internacional, el MTPS y Ministerio de Desarrollo Social (MIDES) firmaron el Proyecto “Empléate Inclusivo”, con el cual se busca “promover el acceso de jóvenes con discapacidad en Guatemala al empleo competitivo y trabajo decente, mediante la mejora de su perfil de empleabilidad y el fortalecimiento de servicios de intermediación de empleo accesibles”. Un aspecto importante de dicho Proyecto es que prevé la generación de una base de datos de personas con discapacidad en busca de empleo, información de plazas disponibles por parte de empresas e información de las acciones implementadas en beneficio de dicha población. 

J. Derechos culturales
44. El Ministerio de Cultura y Deportes (MCD) informó que su Dirección General de las Artes (DGA) no cuenta con programas para personas con discapacidad, ni con personal especializado, tampoco han impartido capacitaciones al personal sobre personas con discapacidad entre 2008 y 2015
. El anteproyecto del Plan Operativo Anual 2016 de la DGA no contempla la inclusión de personas con discapacidad en actividades o programas previstos
. Esta debilidad institucional excluye a la población con discapacidad del acceso a las artes y a gozar de sus derechos culturales, por lo que en su Informe Anual 2015 exhortó al MCD a implementar medidas afirmativas para garantizar que las personas con discapacidad también tengan acceso a programas de arte, cultura y deporte.
K. Personas usuarias del transporte público
45. El servicio de transporte público no ofrece las garantías de accesibilidad, seguridad, ni trato digno para las personas con discapacidad.

46. Las autoridades han informado “estar efectuando un estudio sobre cómo mejorar el acceso a personas con discapacidad a las unidades de transporte en carreteras, y que en el servicio urbano ya se está implementando”
, sin embargo el servicio privado de transporte -subsidiado por el Estado- no ha realizado modificaciones para la accesibilidad en los denominados buses rojos y las unidades del llamado Transurbano; tampoco se han realizado modificaciones a las paradas de buses ni una reorganización necesaria de las mismas. Vale la pena señalar que el transporte municipal de la ciudad de Guatemala (Transmetro) sí garantiza dicho acceso y gratuidad.
47. Las autoridades no cuentan con protocolos de formación para el personal contratado en el transporte público, tanto para brindar el servicio general como para ejercer un trato diferenciado a personas mayores, mujeres embarazadas y personas con discapacidad. Las autoridades señalaron haber tenido pláticas con dependencias del Instituto Técnico de Capacitación y Productividad (INTECAP), en donde se estarían impartiendo cursos de formación a conductores y ayudantes del transporte público
.

L. Reducción de riesgos frente a emergencias y desastres

48. La legislación interna y la política pública vigentes en materia de discapacidad no desarrollan un marco ni las estrategias para que, dentro de la gestión de riesgos frente a desastres, el Estado tome en cuenta la situación de las personas con discapacidad y los ajustes razonables para prevenir o reducir el impacto de los mismos en este grupo poblacional. Por otro lado, la Política Nacional para la Reducción de Riesgo a los Desastres en Guatemala (2011) tampoco prevé la atención y respuesta a personas con discapacidad.
49. La Coordinadora Nacional para la Reducción de Desastres (CONRED) proporcionó en febrero de 2016 los borradores de un “Plan de trabajo para la elaboración de indicadores de discapacidad” y de un “Convenio de Cooperación Interinstitucional” entre dicha entidad y el CONADI
. Se espera que dichos esfuerzos se consoliden durante el presente año y pueda ofrecer respuestas eficaces del Estado en beneficio de personas con discapacidad durante y después de una emergencia o desastres.
Contribuciones para la lista de cuestiones
El PDH considera importante que el Comité solicite al Estado de Guatemala que rinda informe sobre:

a. Estadísticas

1. ¿Qué medidas está realizando o considerando realizar el Estado para generar estadísticas nacionales actualizadas sobre personas con discapacidad?

2. ¿Qué medidas está considerando el Estado para asegurar que todas las instituciones públicas incluyan la variable con/sin discapacidad y el tipo de la misma en todo formulario de registro de atención a personas, especialmente en el Registro Nacional de las Personas, entidades de seguridad y justicia, el sistema educativo y de salud?

b. Cumplimiento de políticas públicas

3. Avances en el cumplimiento de la Política Nacional en Discapacidad (2006).
c. Accesibilidad a las instalaciones públicas y privadas
4. Medidas implementadas o planes de corto plazo para garantizar que todas las instituciones tengan instalaciones adecuadas para el acceso físico de personas con discapacidad, personas mayores y con dificultad motriz.
d. Personas privadas de libertad
5. Medidas implementadas o planes de corto plazo para garantizar la atención preferencial y especializada a personas con discapacidad, a fin de que se respete y se garantice el cumplimiento de sus derechos.
6. Implementación de planes de capacitación permanentemente sobre los derechos de las personas privadas de libertad, dirigidas a guardias penitenciarios y personal administrativo de los centros de detención, especialmente sobre el trato adecuado y digno a personas mayores, personas con discapacidad.
7. Implementación de medidas para garantizar la accesibilidad al espacio físico y la libre locomoción de las personas con discapacidad privadas de libertad dentro de los centros de detención preventiva y de cumplimiento de condena.

e. Salud mental

8. Medidas que está implementando para actualizar la Política de Salud Mental 2007-2015, y si en esa actualización se está considerando fortalecerla con enfoque de derechos humanos para garantizar una atención integral de la salud.
9. ¿Qué acciones ha implementado el Estado para fortalecer y transformar el sistema de salud mental, en el marco del respeto y garantía de los derechos de las personas con discapacidad?
10. Avances en el mejoramiento de la infraestructura e higiene, fortalecimiento del personal y presupuesto del Hospital Nacional de Salud Mental (HNSM) para asegurar un tratamiento médico adecuado y condiciones de internamiento acordes a la dignidad de los pacientes.
11. Medidas de seguridad y vigilancia implementadas en los últimos años dirigidas al trabajo de los agentes del sistema penitenciario y de la Policía Nacional Civil que custodian a pacientes sindicados de delitos que se encuentran internos en el HNSM, a fin de evitar violaciones de derechos humanos y/o abusos contra los otros pacientes. 

f. Educación inclusiva
12. ¿Qué acciones inmediatas contempla realizar el Estado para que en todos los niveles del sistema educativo se registre y se disponga de información estadística desagregada de personas con discapacidad, y que la misma se exprese en los anuarios estadísticos de la educación?
13. ¿Qué acciones inmediatas contempla realizar el Estado para generar e implementar mecanismos de monitoreo y evaluación de los programas educativos, becas y materiales didácticos dirigidos a garantizar la educación inclusiva de personas con discapacidad, con el objetivo de asegurar su eficacia y sostenibilidad?
14. ¿Qué medidas ha considerado el Estado para fortalecer y garantizar una educación inclusiva eficaz para las personas con discapacidad, en todos los niveles de educación formal y no formal?
g. Accesibilidad en el transporte público
15. ¿Qué acciones está considerando realizar el Estado para garantizar la accesibilidad y el trato digno a las personas con discapacidad en el transporte público? ¿Se tiene estableciendo con claridad los plazos y mecanismos para su cumplimiento?
h. Derechos culturales y recreativos
16. ¿Qué acciones se tiene contemplado para que el Ministerio de Cultura y Deportes garantice la inclusión y acceso a personas con discapacidad a sus programas de arte, cultura y deporte?
i. Armonización de la legislación interna con los instrumentos internacionales
17. ¿Qué avances ha dado el Estado para armonizar su legislación interna con la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad?
18. Teniendo en cuenta que el Congreso de la República de Guatemala aprobó recientemente el Tratado de Marrakech, ¿qué acciones está implementando el Estado para agilizar su ratificación, así como la previsión de los mecanismos para su implementación eficaz en el país?
19. Indicar qué medidas está realizando el Estado para garantizar la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.

j. Reducción de Riesgos frente a emergencias y desastres

20. ¿Qué medidas está implementando el Estado para que las personas con discapacidad sean incluidas en las políticas de gestión de reducción de riesgo en emergencias y desastres?

Adicionalmente el Procurador de Derechos Humanos recoge el interés de las organizaciones que trabajan en temas de derechos de las personas con discapacidad para que la Relatora Especial de Personas con Discapacidad realice una visita a Guatemala, en el marco de la política de puertas abiertas declarada por el Estado de Guatemala desde abril de 2001
, misma que fue ratificada por el Estado en la 25ª sesión del Consejo de Derechos Humanos en marzo de 2014
 sobre los mecanismos de supervisión internacional.
� Consejo de Derechos Humanos. 28º período de sesiones: A/HRC/28/58. 2 de febrero de 2015.


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.pdh.org.gt/documentos/informes-anuales/viewdownload/15-informes-anuales/3548-informe-anual-circunstanciado-2015.html" �http://www.pdh.org.gt/documentos/informes-anuales/viewdownload/15-informes-anuales/3548-informe-anual-circunstanciado-2015.html�, consultado el 03.02.2016.


� PDH. Informe Anual Circunstanciado de situación de los Derecho Humanos y Memoria de Labores 2014. Págs. 101-102; e Informe Anual Circunstanciado de situación de los Derechos Humanos 2015. Pág. 165.


� � HYPERLINK "http://www.dca.gob.gt/index.php/nacional/item/41067-realizarán-censo-nacional-de-población" �http://www.dca.gob.gt/index.php/nacional/item/41067-realizarán-censo-nacional-de-población�, consultado el 22.02.2016.


� RENAP. Oficio DI-JBD-0274-2015. Resolución UIP No. 72-2015. 23 marzo 2015.


� PDH/Defensoría de las Personas con Discapacidad. Supervisión al Tribunal Supremo Electoral realizada entre el 21 y 28 de abril del 2015. 


� CONADI. Reglamento del Decreto 135-96 del Congreso de la República (Ley de Atención a las personas con discapacidad). Art. 4.


� Octava Conferencia de los Estados parte de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, celebrada en Nueva York, del 9 al 11 de junio de 2015.


� Artículos del 2 al 20 de la Ley de los Consejos de Desarrollo Urbano y Rural Decreto 52-87 del Congreso de la República de Guatemala.


� Ministerio Público. Instrucción General 04-2014 de la Fiscal General del Ministerio Público, punto cinco: “Ruta de Atención”.


� Ministerio Público. Plan Estratégico del Ministerio Público de Guatemala 2015-2019. Págs. 40 y 41. 


� Organismo Judicial. Oficio P-044-2016, 08 de febrero de 2016.


� Secretaría Contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas. Of. No. DS-24-2016. Guatemala, 1 de febrero de 2016.


� Secretaría Contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas. Of. No. DS-24-2016. Guatemala, 1 de febrero de 2016.


� Dirección General del Sistema Penitenciario. Oficio No. DGSP-288-2016/LCDLZ/DGV/JIB. 4 de febrero de 2016.


� PDH. EXP. PREV. ORD. GUA. 4611-2014/UAV; Ex. Prev. Ord. Gua. 742-2015/UAV; EXP. ORD. GUA. 1411-2015/DE.


� CIDH. CIDH urge a Estados a garantizar derechos de personas con discapacidad privadas de su libertad. Comunicado de Prensa 141/15, 3 diciembre 2015.


� Dirección General del Sistema Penitenciario. Oficio No. DGSP-288-2016/LCDLZ/DGV/JIB. 4 de febrero de 2016.


� Realizada del 9 al 11 de junio de 2015 en Nueva York.


� PDH/Defensoría de las Personas con Discapacidad. Informe Preliminar. 2015. 


� PDH. Comunicado de Prensa. 01 octubre 2015.


� PDH. Informe Anual Circunstanciado de Situación de Derechos Humanos 2014. Págs. 155, 256.


� Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS). Oficio 151/2015 Caso No. 920970-923831. 30 septiembre 2015. Folios 135-136.


� Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS). Oficio 151/2015 Caso No. 920970-923831. 30 septiembre 2015. Folios 135-136.


� Desde una perspectiva de derechos humanos, la situación debe abordarse como “anomalías o distorsiones congénitas” y no malformaciones; también debe tomarse en cuenta la diversidad de situaciones que pueden causar una discapacidad, porque estas no son solo congénitas.


� El interés fundamental de contar con dichos registros debe ser la prevención, así como garantizar la vida, y condiciones de igualdad para una buena calidad de vida y desarrollo pleno. 


� PDH/Defensoría de Personas con Discapacidad. Informe preliminar de Supervisión realizada entre el 08 y 17 de junio de 2015. 


� Instituto Guatemalteco de Seguridad Social (IGSS). Boletín Estadístico de Prestaciones en Salud Año 2014. Pág. 7. En: � HYPERLINK "http://www.igssgt.org/images/informes/subgerencias/Boletin_estadistico_salud2014.pdf" �http://www.igssgt.org/images/informes/subgerencias/Boletin_estadistico_salud2014.pdf�, consultado el 19.11.2015.


� MSPAS. Política de Salud Mental 2007-2015. Enero 2008. Pág. 17.


� MSPAS. Política de Salud Mental 2007-2015. Enero 2008. Pág. 18.


� MSPAS. Of. 208-2015 Dr. ERVT/av. 2 octubre 2015.


� CIDH. Medida Cautelar MC-370-2012.  


� PDH. REF.EXP.EIO.GUA.1287-2009 y expedientes acumulados de 2010, 2011, 2012 y 2014.


� PDH. Informe Preliminar de Supervisión al Hospital Nacional de Salud Mental. 18 agosto 2015. 


� Hospital de Salud Mental/Subdirección y coordinación médica. Of. 207-2015. 1 octubre 2015.


� PDH. Informe Preliminar de Supervisión al Hospital Nacional de Salud Mental. 18 agosto 2015.


� Ministerio de Trabajo y Previsión Social. MGGN/slo 34.2015. Guatemala, 09 de febrero de 2016.


� Congreso de la República de Guatemala. Decreto 1441 (Reformado por el Artículo 24 del Decreto 64-92 y por el Artículo 17 del Decreto 18-2001, ambos del Congreso de la República)


� Ministerio de Trabajo y Previsión Social. MGGN/slo 34.2015. Guatemala, 09 de febrero de 2016.


� MCD/DGA. Reg. Delegación R.R.H.H. Of. No.3134-2015 Ref. AKPF/zmzq. 27 noviembre 2015.


� MCD/DGA. Anteproyecto Plan Operativo Anual 2016. 10 julio 2015.


� Dirección General de Transportes (DGT). Oficio 724-2015; Departamento de Control, Oficio DC-368-2015 Ref. VHV/hc. 13 noviembre 2015.


� Dirección General de Transportes (DGT). Oficio 724-2015; Departamento de Control, Oficio DC-368-2015 Ref. VHV/hc. 13 noviembre 2015.


� CONRED. DGRRD-EXT-003-2016. Guatemala, 3 de febrero de 2016.


� En: � HYPERLINK "http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/chr/special/invitations.htm" �http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/chr/special/invitations.htm�, consultado el 04.02.2016. 


� En: � HYPERLINK "http://webtv.un.org/meetings-events/human-rights-council/regular-sessions/25th-session/watch/high-level-segment-2nd-meeting-25th-regular-session-human-rights-council/3286524149001" �http://webtv.un.org/meetings-events/human-rights-council/regular-sessions/25th-session/watch/high-level-segment-2nd-meeting-25th-regular-session-human-rights-council/3286524149001�, consultado el 04.02.2016.
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